TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Evolución jurisprudencial
Sobre el particular, tanto la Corte Constitucional como esta Corporación, inicialmente consideraron que la acción de tutela no procedía contra providencias judiciales. Posición que fue variada por la Corte al aceptar la procedencia excepcional y restringida del referido mecanismo constitucional de comprobarse la existencia de una vía de hecho y de un perjuicio irremediable, y por parte de algunas Secciones del Consejo de Estado, cuando se evidenciara la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Posteriormente, en la Sentencia C–590 de 2005 la Corte Constitucional reiteró la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, pero supeditada ya no a la existencia de una vía de hecho, sino a la verificación de unos requisitos de forma y de procedencia material fijados por la misma Corte. Por su parte, el Consejo de Estado, en sentencia de 31 de julio de 2012, con ponencia de la consejera María Elizabeth García González, finalmente aceptó que la acción de tutela es procedente contra una providencia judicial, “cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales”.

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Requisitos generales de procedibilidad
[…] a) La cuestión que se discute tiene relevancia constitucional, b) Se agotaron los medios ordinarios de defensa judicial existentes, c) La tutela se interpuso dentro de un término razonable, y d) Dentro del escrito de tutela se expresaron de manera clara los hechos y argumentos que llevan a la sociedad Surtielectricos Cali Ltda., a atacar por esta vía la providencia judicial proferida dentro de una actio in rem verso, en sede de segunda instancia.

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Causales específicas 

[…] a) Defecto orgánico, b) Defecto procedimental absoluto, c) Defecto fáctico, d) Defecto material o sustantivo, e) Error inducido, f) Decisión sin motivación, g) Desconocimiento del precedente, h) Violación directa de la Constitución.

ACTIO IN REM VERSO – Procedencia excepcional
La jurisprudencia es clara y precisa en señalar que la actio in rem verso o acción de enriquecimiento sin justa causa, sin que medie relación contractual previa (situación bajo estudio), procede solo y únicamente en aquellos casos i) cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, ii) en los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal y, iii) en los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes.

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – Defecto fáctico  
En primer lugar, en lo que se refiere a la consideración expuesta acerca de que, contrario a lo considerado por el Tribunal accionado, la jurisdicción contenciosa sí es la competente para conocer del asunto, se advierte que la parte actora aparte de señalar la inconformidad al respecto no expuso argumento alguno que sustente la misma, razón por la cual, la Sala no encuentra razones que conlleven a realizar mayor consideración al respecto. Sin embargo, se advierte que, tal como lo consideró el tribunal accionado, las pretensiones de SURTIELECTRICOS CALI LTDA, tiene claramente un origen, esto es, las facturas cambiarias cuyo pago se pretende, en contra prestación al suministro de elementos eléctricos, cuya ejecución es propia de la jurisdicción ordinaria, tan es así, que por ello la parte actora hizo uso de la acción ejecutiva en esos términos. (…) En segundo lugar, alega la parte actora que en el expediente quedó más que acreditado el empobrecimiento presentado correlativo al enriquecimiento, supuestamente, sin junta causa presentado por parte de INVIPASTO, ante el no pago de las facturas cambiarias invocadas. Como se observa del contenido de la decisión de 28 de febrero de 2018, trascrita en líneas anteriores, pese a la falta de jurisdicción advertida por el Tribunal accionado para conocer del asunto, decidió estudiar de fondo el mismo, lo cual muestra un claro respeto por el derecho de acceso a la administración de justicia de Surtielectricos Cali Ltda. (…) En suma, las reglas de derecho aplicables al caso fueron razonadamente elegidas, esto es, la autoridad accionada dio cuenta detallada del porqué de su decisión; razón por la cual, la Sala concluye que la providencia cuestionada no se encuentra incursa en defecto alguno, situación que conlleva a negar el amparo de los derechos fundamentales invocados.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ
Bogotá, D.C., diez (10) de julio de dos mil dieciocho (2018)
Radicación número: 11001-03-15-000-2018-01633-00(AC)

Actor:
 SURTIELECTRICOS LTDA.

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO

La Sala decide la acción de tutela
 presentada por la sociedad Surtielectricos Cali Ltda., a través de apoderado judicial, contra el Tribunal Administrativo de Nariño, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, con ocasión de la sentencia de 28 de febrero de 2018, proferida en sede de segunda instancia, mediante la cual revocó la decisión de 25 de octubre de 2016, a través de la cual el Juzgado Noveno Administrativo de Pasto, accedió a las pretensiones propuestas para, en su lugar, negarlas, dentro de la acción de reparación directa (actio in rem verso) por ésta impetrado en contra de Instituto Municipal de la Reforma Urbana y Vivienda de Pasto
 y otros, bajo radicado 2012-00184.
I. ANTECEDENTES

1.1. Hechos que fundamentan la tutela. 

Para una mejor comprensión del asunto, la Sala se permite resumir de la siguiente forma los supuestos fácticos y jurídicos planteados en el escrito de tutela
:

La sociedad Surtielectricos Cali Ltda., celebró varios contratos de compraventa con INVIPASTO, para el suministro de material eléctrico, para «la construcción de vivienda», sin embargo quedaron pendientes de cancelar varias facturas, según su dicho, lo que motivó el instaurar un proceso ejecutivo, el cual resultó desfavorable a sus intereses al no contar con los certificados necesarios para ello.

Con ocasión de los perjuicios sufridos, la sociedad accionante instauró acción de reparación directa en contra de INVIPASTO, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Noveno Administrativo de Pasto, bajo radicado 2012-00184, quien, luego de adecuarla a una acción in rem verso y adelantar el trámite correspondiente, mediante sentencia de 25 de octubre de 2016, accedió a las súplicas de la demanda.

INVIPASTO interpuso recurso de apelación contra la anterior decisión, siendo desatado por el Tribunal Administrativo de Nariño, a través de sentencia de 6 de marzo de 2018, en el sentido de revocar la decisión del a quo y negar las pretensiones propuestas. Decisión frente a la cual, uno de los magistrados integrantes de la Sala presentó salvamento de voto, al considerar que debió confirmarse la misma.

Al respecto, aduce la sociedad accionante que el Tribunal Administrativo de Nariño no valoró las pruebas aportadas al expediente que daban cuenta del enriquecimiento sin causa por parte de INVIPASTO, más exactamente señaló:

«[…] El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO, violó los fines esenciales del Estado como son servir a la comunidad, garantizar la efectividad de los principios, derechos  y deberes consagrados en la constitución, es increíble que si al particular se le exige el cumplimiento de sus obligaciones, no lo haga lo propio la administración pública de INVIPASTO, que después de contraer obligaciones pecuniarias salga con el argumento de que no se ha probado el ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA, cuando se halla en el proceso plenamente demostrado como lo reconoce el JUZGADO DE CONOCIMIENTO, EN SU SENTENCIA CON LA INFINIDAD DE PRUEBAS APORTADAS.

DE SIMPLE LÓGICA RESULTA DEDUCIR SIN NINGÚN ESFUERZO MENTAL QUE LA SUMA DE CIENTO SETENTA Y SEIS MILLONES, SEISCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL, DOSCIENTOS VEINTIÚN PESOS (176.658.221) es suficiente para quebrar cualquier empresa pequeña que demanda el pago de la obligación, empobreciéndola y por el contrario al ingresar esta suma a las arcas de INVIPASTO, lo que se está fomentando con la decisión es enriqueciéndolo a este ente Municipal yendo en contravía de todos los principios y derechos fundamentales consagradas en la Constitución Política de Colombia. La persona responde no solo por DOLO, sino también por CULPA, basta mirar la fuente de las obligaciones ARTÍCULO 1494 del C.C. […]»

1.2. Pretensiones

Con fundamento en la situación fáctica expuesta, la sociedad Surtielectricos Cali Ltda., solicita:

«[…] TUTELAR a mi favor los derechos constitucionales fundamentales invocados y violados por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO COMO SON EL DEBIDO PROCESO Y CONEXOS Y AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, Y EN SU LUGAR ORDENAR A ESTA INSTITUCIÓN. CONFIRME LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA DEL JUEZ A-QUO. Con la consiguiente condena en costas. »

1.3. Trámite de primera instancia e informes rendidos.

La presente acción fue admitida por el Despacho sustanciador del asunto mediante auto de 23 de mayo de 2018
, en el que además se ordenó notificar a los magistrados integrantes del Tribunal Administrativo de Nariño, como demandados, y al Juzgado Noveno Administrativo de Pasto y a INVIPASTO y otros, como terceros interesados, para que se pronunciaran sobre los hechos de la demanda.

1.4. Informes rendidos.

1.4.1. Tribunal Administrativo de Pasto 

La magistrada ponente
 de la sentencia acusada, mediante escrito de 6 de junio de 2018
, manifestó que no ha vulnerado los derechos fundamentales cuya protección se invoca, por lo cual debe negarse su amparo. En cuanto al contenido de su decisión señaló:

«[…] En el recurso de apelación, la parte demandada reprochó la valoración que hizo la primera instancia del testimonio del señor Álvaro Eugenio, considerando que éste era familiar de uno de los propietarios de la entidad demandante, circunstancia que restaba imparcialidad a su dicho; además, agregó que el testigo no refirió cuales fueron los materiales que invipasto solicitó, ni el negocio comercial pactado.

Recordó que a partir de la expedición de la Ley 1231 de 17 de julio de 2008, las facturas cambiarias son consideradas como títulos valores, razón por la cual, si la demandante pretendía el cobro de las obligaciones nacidas por virtud de la prestación de servicios, su ejecución compete a la jurisdicción ordinaria.

Manifestó que para aplicar la teoría del enriquecimiento sin causa como fuente de las obligaciones, la demandante debía demostrar los requisitos establecidos al efecto, situación que obvió; que al contratista le correspondía verificar la idoneidad de la persona natural o jurídica con quien iba a celebrar un contrato, también que dispusiera del presupuesto necesario, que estuviera facultada legalmente, etc. Y que, siendo así, si el demandante no lo hizo, no podría alegar su propia culpa a su favor.

La Sala Mixta de Decisión de este Tribunal, mediante sentencia de 28 de febrero de la presente anualidad revocó la providencia objeto de apelación y en su ligar denegó las pretensiones de la demanda, al establecer que existiendo un título ejecutivo válido como las facturas cambiarias de compraventa allegadas con la demanda, el mecanismo idóneo para hacer efectivo de cobro era el procedimiento ejecutivo; y que en vista de que tales títulos no provinieron de un contrato estatal, no era de la jurisdicción contencioso administrativa la competente para conocer de dicha ejecución, sino la jurisdicción ordinaria.

Esta Corporación advirtió que el Juzgado de primera instancia debió declarara la falta de jurisdicción para tramitar el asunto desde el momento en que recibió la demanda, pues su objeto no era otro que hacer efectivo el pago de sumas de dinero contenidas en títulos judiciales ajenos a un contrato estatal.

Consideró que si en gracia de discusión se aceptara la competencia de la jurisdicción contenciosa administrativa para conocer del asunto, debía tenerse en cuenta que la parte demandante no demostró los elementos necesarios para la prosperidad de la actio in rem verso, porque la parte demandante no logró acreditar que efectivamente suministró materialmente eléctricos a Invipasto.»

1.4.2. Alcaldía de Pasto – Instituto Municipal de la Reforma Urbana y Vivienda de Pasto.

El ente municipal, a través de escrito de 12 de junio de 2018
, manifestó que comparte en su integridad lo resuelto por el Tribunal Administrativo de Nariño en sentencia de 28 de febrero de 2018, al señalar que es claro que en el caso en concreto no se configuran los presupuestos jurisprudencialmente
 establecidos para que proceda la actio in rem verso. Concluyendo que:

«[…] Es evidente que el reconocimiento sin justa causa alegado en la demanda, o se encuentra probatoriamente demostrado, por cuanto no figura probanza alguna que demuestre que INVIPASTO constriñó o impuso a SURTIELECTRICO CALI LTDA. al suministró de bienes, tampoco aparece rastro probatorio alguno que indique que se trata de aquellos otros dos casos de excepción en los que está envuelta la protección al derecho a la salud o la urgencia manifiesta con las condiciones que la providencia transcrita exige; es por ello que la sentencia emitida por el Tribunal Administrativo der Nariño no acogió las pretensiones de la demanda.[…]»

II. CONSIDERACIONES

Atendiendo a los argumentos expuestos en el escrito tutelar y  las pruebas que obran en el expediente, se decidirá el asunto sometido a consideración en el siguiente orden: i) Competencia, ii) Determinación del problema jurídico  iii) Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, y  iv) Solución al problema jurídico.

2.1. Competencia 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política y el numeral 2° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000
, en cuanto estipuló que «Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado […]» esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional contra el Tribunal Administrativo de Nariño, por ser el superior jerárquico de todos los Tribunales Administrativos, de conformidad con los artículos 237
 de la Constitución Política y 34
 de la Ley 270 de 1996.

2.2. Problema Jurídico.

Consiste en determinar si, ¿la acción de tutela es procedente para cuestionar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, de conformidad con los requisitos generales de procedibilidad?

De ser superado el anterior derrotero, establecer si, ¿El Tribunal Administrativo de Nariño vulneró los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia de la sociedad Surtielectricos Cali Ltda, con ocasión de la sentencia de 28 de febrero de 2018, mediante la cual revocó la decisión favorable a sus pretensiones de primera instancia, para en su lugar, negar la misma al considerar que el pago de las obligaciones pretendidas a través de la action in rem verso, es competencia de la jurisdicción ordinaria en tanto las mismas provienen de facturas cambiarias ajenas a un contrato estatal, incurriendo, presuntamente, en defecto fáctico?

2.3. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Sobre el particular, tanto la Corte Constitucional
 como esta Corporación
, inicialmente consideraron que la acción de tutela no procedía contra providencias judiciales. Posición que fue variada por la Corte al aceptar la procedencia excepcional y restringida del referido mecanismo constitucional de comprobarse la existencia de una vía de hecho y de un perjuicio irremediable
, y por parte de algunas Secciones del Consejo de Estado, cuando se evidenciara la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia
. Posteriormente, en la Sentencia C-590 de 2005
 la Corte Constitucional
 reiteró la procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales, pero supeditada ya no a la existencia de una vía de hecho, sino a la verificación de unos requisitos de forma
 y de procedencia material
 fijados
 por la misma Corte
. Por su parte, el Consejo de Estado, en sentencia de 31 de julio de 2012, con ponencia de la Consejera María Elizabeth García González
, finalmente aceptó que la acción de tutela es procedente contra una providencia judicial, “cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales”.

2.3.1. Requisitos de procedencia general.

En el presente asunto, concretamente de las pruebas allegadas al expediente, se evidencia que: a) La cuestión que se discute tiene relevancia constitucional, b) Se agotaron los medios ordinarios de defensa judicial existentes
, c) La tutela se interpuso dentro de un término razonable
, y d) Dentro del escrito de tutela se expresaron de manera clara los hechos y argumentos que llevan a la sociedad Surtielectricos Cali Ltda., a atacar por esta vía la providencia judicial proferida dentro de una actio in rem verso, en sede de segunda instancia.

Por lo anterior, la Sala encuentra superados los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela y, en consecuencia, sin encontrar causal de nulidad que invalide lo actuado, procederá a efectuar el estudio del fondo del asunto planteado.
Vicios de fondo.
Adicionalmente si la tutela contra la providencia judicial puesta en conocimiento del Juez Constitucional, supera las causales anteriores, éste, para poder revocarla, deberá establecer la presencia de alguno de los siguientes defectos o vicios de fondo
: a) Defecto orgánico, b) Defecto procedimental absoluto, c) Defecto fáctico, d) Defecto material o sustantivo, e) Error inducido, f) Decisión sin motivación, g) Desconocimiento del precedente, h) Violación directa de la Constitución.

2.4. Del caso concreto.

La sociedad Surtielectricos Cali Ltda. acude a la acción de tutela con el fin de que se deje sin efecto la decisión, de segunda instancia, de 28 de febrero de 2018, mediante la cual el Tribunal Administrativo de Nariño revocó la sentencia de instancia, para en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.

Previo a decidir, la Sala encuentra necesario realizar un recuento de las actuaciones judiciales adelantas, previas a la decisión acusada, así:

- La Surtielectricos Cali Ltda, instauró demanda en ejercicio de la acción de controversias contractuales (artículo 87 CCA) en contra de INVIPASTO, elevando las siguientes declaraciones y condenas
:

«[…] PRIMERA.- Que se declare la existencia del contrato de compraventa de mercancía, contenido en la comunicación de fecha Mayo 10 de 2010 y relacionada con las facturas No. 10651 de fecha 02/07/2010, No. 10660 de fecha 02/07/2010, No. 10669 de fecha 02/07/2010, No. 10734 de fecha 02/09/2010, por concepto de suministro de materiales eléctricos, realizado entre las partes INVIPASTO Y SURTIELECTRICOS CALI LTDA.

SEGUNDA.- Que se declare el incumplimiento por parte de INVIPASTO del contrato de compraventa de mercancía contenido en la comunicación de fecha Mayo 10 de 2010 y relacionado con las facturas No. 10651, 10660, 10663, 10669, 10734, por concepto de suministro de materiales eléctricos, realizado entre las partes INVIPASTO Y SURTIELECTRICOS CALI LTDA.

TERCERA.- Como consecuencia de lo anterior, se ordene a INVIPASTO, pagar la totalidad de los elementos suministrados, según aparece en las facturas No.  10651, 10660, 10663, 10669, 10734, junto con os intereses a la máxima tasa permitida, y se indemnicen a mi representada la totalidad de los perjuicios ocasionados por el incumplimiento de la administración den el pago de las facturas Cambiarias de compraventa ya detalladas.

a.- Por concepto de los elementos suministrados la suma de CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL OCHOCIENTOS VEINTIDÓS PESOS ($138.899.822) M/CTE. que corresponde al valor total de la mercancía según facturas No. 10651, 10660, 10663, 10669, 10734.

b.- Por Lucro Cesante se condene al pago de intereses moratorios a la tasa máxima legal vigente aprobada por la Superintendencia Bancaria desde la fecha de exigibilidad de las facturas 15 de Julio del 2010 y 03/09/2010 hasta el día de pago.

[…]».  

- El conocimiento del asunto correspondió al Juzgado Segundo Administrativo de Descongestión de Pasto, que, mediante auto de 9 de noviembre de 2012
, inadmitió la demanda con el fin de que la misma fuere adecuada, teniendo en cuenta que «La acción contractual es procedente únicamente cuando existe un contrato estatal que constituye la fuente generadora del daño, tal como lo preceptúa el artículo 87 del C.C.A. Por tanto, en el presente caso no es posible incoar dicha acción, en tanto, como se advirtió, no existe contrato estatal sino un conjunto de facturas extendidas por la accionante a la parte demandada, las cuales, al parecer, se encuentra insolutas.»  

- Consecuencia de lo anterior decisión, la entidad accionante subsanó la demanda adecuándola a la acción de reparación directa
, cuyas declaraciones y condenas elevadas fueron:

«PRIMERA. EL INSTITUTO MUNICIPAL DE LA REFORMA URBANA Y VIVIENDA DE PASTO INVIPASTO, […], es administrativamente y patrimonialmente responsable de los perjuicios materiales causados a la SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA SURTIELECTRICOS CALI LTDA […], por haber omitido la administración municipal de la entidad la contratación estatal a que se refiere la ley 80 de 1993 artículos 39 y ss lo cual ha ocasionado un DAÑO GRAVE y detrimento al patrimonio y socios de la entidad demandante.

SEGUNDO. Condenar, en consecuencia al INSTITUTO MUNICIPAL DE LA REFORMA URBANA Y VIVIENDA DE PASTO INVIPASTO como reparación del daño ocasionado, a pagar a LA SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA SURTIELECTRICOS CALI LTDA […], los perjuicios de orden material actuales y futuros, los cuales se estiman en la suma de CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS VEINTIDÓS PESOS M/CTE. ($138.899.822.oo) que corresponde al valor total de la mercancía entregada por el demandante y recibida a satisfacción por la demandada según facturas N 10651, 10660, 10669, 10734, por concepto de Daño Emergente.

TERCERA. Condenar, en consecuencia al INSTITUTO MUNICIPAL DE LA REFORMA URBANA Y VIVIENDA DE PASTO INVIPASTO a pagar a favor de la demandante los intereses moratorios, cuya tasa equivalente es el doble del interese legal civil sobre el valor histórico actualizado desde la fecha de exigibilidad de las Facturas 15 de Julio de 2010 y 03/09/2010 hasta el día del pago, por concepto de Lucro Cesante.

[…]» 

- Luego de adelantarse el trámite respectivo, mediante sentencia de 25 de octubre de 2016
, el Juez Noveno Administrativo de Pasto, resolvió:

«[…] PRIMERO: Declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva de la Asociación de Vivienda Juan Pablo II, Constructora  ENTRE OBRAS LTDA, y de INNOVAR SERVICIOS DE INGENIERIA SAS., de acuerdo a las razones expuestas en la presente providencia.

SEGUNDO: DECLARAR probada la existencia de enriquecimiento sin causa de la entidad INVIPASTO, en consecuencia ACCEDER a las pretensiones de la demanda formulada dentro de la acción de Reparación Directa (Actio in rem verso), instaurada por SURTIELECTRICO CALI LTDA., en contra del INSTITUTO MUNICIPAL DE LA REFORMA URBANA Y VIVIENDA DE PASTO – INVIPASTO, conforme las motivaciones esbozadas en la parte considerativa de esta sentencia.

TERCERO.- CONDENAR a INVIPASTO al RECONOCIMIENTO y PAGO de la suma de CIENTO SETENTA Y SEIS MILLONES SEISCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL DOSCIENTOS VEINTIÚN PESOS, ($176.658.221), valor que se encuentra ya actualizado, conforme las consideraciones de esta providencia.

[…]»

Lo anterior con fundamento en las siguientes consideraciones:

«[…] 8.1. La declaratoria de responsabilidad de la administración, en el particular, se determina a través del análisis probatorio tendiente a establecer si procede la reparación de perjuicios materiales ocasionados a la Sociedad de Responsabilidad Limitada SURTIELECTRICOS CALI LTDA; con motivo de la omisión que impetr[ó]  INVIPASTO, al no contratar bajo lo dispuesto por la ley 80 de 1993, ocasionando perjuicios materiales devinientes del no pago de las facturas N° 10651-10660-10669-10734, las cuales se recibieron a satisfacción por la parte accionada.

[…]

8.2. Toda vez que las partes demandadas, expusieron los argumentos de su defensa con base en la falta de jurisdicción y en que el trámite que se le dio al proceso correspondía a un trámite diferente, cabe precisar que de acuerdo a los postulados jurisprudenciales del Consejo de Estado, la acción que adecu[ó] e impetr[ó] el demandante se ajust[ó] a los pretendido en la demanda, toda vez que de acuerdo al estudio que realiz[ó] el Despacho con relación a los elementos configurativos de la omisión en el pago de una obligación por parte de una entidad estatal, sin soporte contractual y sobrepasando los parámetros de la buena fe, igual a como se señal[ó] en el marco jurisprudencial, se encuadra en un enriquecimiento sin causa, principio que sobresale de la acción de reparación directa, […]

Anotado lo anterior, basta considerar que la acción impetrada se ajust[ó] a la causa petendi y las pretensiones de la demanda, en tales afirmaciones y una vez atendidas algunas de las excepciones propuestas por la parte demandante (INVIPASTO), deviene proseguir con el estudio del caso en concreto, sin antes anotar que la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva se estudiar[á] en el trascurso del proceso.

8.3.- En este orden de ideas, y planteada la Litis del caso concreto, es procedente establecer la configuración de los elementos configurativos, para endilgar responsabilidad a las entidades Municipales, partiendo del dicho jurisprudencial en el cual se tiene que la ACTIO IN REM VERSO es procedente se encuadren los requisitos que se citan a continuación:

“… se ha establecido que para la procedencia de la actio in rem verso por existencia de un enriquecimiento sin justa causa, deben reunirse los siguientes requisitos:

1° El enriquecimiento de un patrimonio.

2° Un empobrecimiento correlativo de otro patrimonio.

3° Que tal situación de desequilibrio adolezca de causa jurídica, y 

4° Que se carezca de una acción para reclamar dicha reparación patrimonial y en consecuencia resulte procedente la actio in rem verso.

[…]

8.3.1.- El primer requisito que entra a analizar el Despacho, denominado: El enriquecimiento de un patrimonio, entendido en que el obligado haya obtenido de una ventaja patrimonial, la cual puede ser positiva o negativa. Esto es, no solo en el sentido de adición de algo, sino también en el de evitar el menoscabo de un patrimonio.

Al pertinente, dicho elemento se encuentra probado, partiendo de que dichas facturas cambiarais fueron dirigidas a solicitud (Fls. 36) y a nombre del señor GERMAN ANDRES RODRIGUEZ ORTIZ, como representante legal de INVIPASTO, para las fechas de Mayo de 2010, razón por la cual, SURTIELECTRICOS CALI LTDA, remitió bajo la figura jurídica de la factura cambiaria, la mercancía solicitada.

[…]

8.3.2.- El segundo elemento relacionado con el empobrecimiento correlativo de otro patrimonio, entendido como la ventaja obtenida por el enriquecido y le haya costado algo al empobrecido, o sea que a expensas de éste se haya efectuado el enriquecimiento. Es necesario aclarar que la ventaja del enriquecido puede derivar de la desventaja del empobrecido, o a la inversa, la desventaja de éste derivada dela ventaja de aquél.

Al pertinente, queda plenamente probado que las facturas emitidas y por la cual se pretende hoy el pago, se acordaron entre SURTIELECTRICOS CALI LTDA y director de INVIPASTO, acuerdo que ocasion[ó] un empobrecimiento en el patrimonio de la parte demandante, consistente en una cuantía de $139.000.000 aproximadamente según la sumatoria de las facturas adeudadas, concepto que a la luz de la sana crítica y la lógica razonable permite concluir que dicha suma empobrecería a cualquier entidad particular, más aun, cuando se trata de empresa que comercializa elementos eléctricos, como lo son los visibles a folio 36, a parte y como se anot[ó] en antelación, está plenamente probado que dicha mercancía verídicamente ingres[ó] al patrimonio de INVIPASTO independientemente del uso que la misma le dio a las mercancías recibidas, que para el particular se utiliz[ó] en proyectos de vivienda del Municipio.

8.3.3.  El tercer elemento objeto de estudio, atinente a que exista una situación de desequilibrio y que la misma adolezca de causa jurídica, entendida como el empobrecimiento sufrido por el demandante, como consecuencia del enriquecimiento del demandado, sea injusto, se hubiere que el desequilibrio entre los dos patrimonios se haya producido sin causa jurídica.

[…]

En este entendido, queda claro que la parte demandante actuó bajo principio de buena fe, es decir el accionante actuó suponiendo que INVIPASTO, ya había adelantado los pasos contractuales pertinentes, toda vez que con antelación ya se había convenido otra clase de facturas las cuales se cancelaron a satisfacción.

En el mismo orden, la entidad demandante se ajust[ó] a lo convenido con el entonces director de INVIPASTO, tal es así, que en el pedido obrante a folio 36, se relación[ó]:

NOTA: Comedidamente solicito que los anteriores suministros se entreguen con remisión a fin de que incorporado los mismos en almacén de factura a los respectivos proyectos que deben generar el pago por sus uniones temporales.

Bajo estas consideraciones, y relacionando que el cuarto elemento referente a que carezca de una acción para reclamar dicha reparación patrimonial y en consecuencia resulte procedente la actio in rem verso, fue estudiado en el marco jurisprudencial en el cual se logr[ó] establecer que la acción era la pertinente, al pertinente basta concluir que de acuerdo al material probatorio que se alleg[ó] al expediente, queda plenamente acreditado el enriquecimiento sin causa de INVIPASTO, quien en cabeza de sus empleados ocasionaron un daño, daño que devino de la omisión de licitación y posterior contratación estatal, contrato estatal de suministro, con SURTIELECTRICOS CALI LTDA, conllevando a la emisión de facturas sin una base contractual de la permitida por la ley 80 de 1993.»

- Contra la anterior decisión, INVIPASTO interpuso recurso de apelación
, alegando la falta de jurisdicción para conocer del asunto y la ausencia de valoración probatoria, el cual fue desatado por el Tribunal Administrativo de Nariño, a través de sentencia de 28 de febrero de 2018
, en la que revoca la decisión del a quo para, en su lugar, denegar las pretensiones propuestas. Ello, bajo las siguientes consideraciones:

«[…] Teniendo en cuenta el marco probatorio referenciado, la Sala iniciará el estudio del primer elemento necesario para establecer la procedencia de la compensación por enriquecimiento sin causa, referido a la inexistencia de otra acción judicial que pudiera ejercer el demandante en procura de sus derechos.

En el caso concreto la demanda tiene por fundamento de la reclamación, cinco (5) facturas cambiarias de compraventa expedidas por SURTIELECTRICOS CALI Ltda. cuyo pago, aseguró, la corresponde a INVIPASTO.

Revisados los mencionados documentos se encuentra que los mismos cumplen la totalidad de requisitos previstos en el artículo 774 del Código de Comercio
 en armonía con el artículo 617 del Estatuto Tributario
 para considerarlos facturas cambiarias, y por ende, títulos ejecutivos.

Tan es así que la misma apoderada de la parte demandante ejerció la acción ejecutiva singular para el cobro de las cinco (5) facturas cambiarias de compraventa, en contra del Municipio de Pasto y de la sociedad SURTIELECTRICOS CALI Ltda.

La referida demanda ejecutiva fue repartida al Juzgado primero Civil de Circuito de Pasto, el cual se pronunció mediante auto de fecha 12 de mayo de 2011 declarando que “Revisados los títulos aportados con la demanda se puede constatar que efectivamente se trata de títulos ejecutivos (facturas cambiarias de compraventa)…”, de suerte que la calidad de títulos ejecutivos se los documentos base de las pretensiones incoadas por la parte demandante, no está en discusión toda vez que el despacho judicial competente así lo declaró.

Siendo así, le asiste razón a la parte demandada cuando, ab initio formuló la excepción de falta de jurisdicción por considerar que la acción de reparación directa adelantada no era procedente, toda vez que por tratarse de títulos ejecutivos que no tienen soporte en un contrato estatal, su cobro debía realizarse mediante un proceso ejecutivo de conocimiento de la jurisdicción ordinaria.

La competencia de la jurisdicción contenciosa cuando se reclama efectividad de título ejecutivos, se circunscribe a las sentencias ejecutoriadas proferidas por la misma jurisdicción, las decisiones en firme producto de mecanismos alternativos de solución de conflictos en las que las entidades públicas hayan asumido obligaciones, y aquellos derivados de los contratos estatales –artículo 267 del C.C.A.-. En armonía con dicha disposición, el artículo 75 de la Ley 80 de 1993 prevé que las controversias que se originan en los contratos estatales son competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, incluyendo aquellas originadas en los procesos de ejecución y cumplimiento.

Significa lo anterior, de una parte que, existiendo un título ejecutivo válido como son las facturas cambiarias de compraventa allegadas con la demanda, el mecanismo idóneo para hacer efectivo su cobro, es el procedimiento ejecutivo; y de otra, que en vista de que tales títulos no provienen de un contrato estatal, no es la jurisdicción contencioso administrativa la competente para conocer de dicha ejecución, sino la jurisdicción ordinaria.

Se conoce que el Juzgado Primero Civil del Circuito, no obstante encontrar válidos los título ejecutivos, rechazó la demanda ejecutiva bajo consideración de que los mencionados no eran exigibles para ese momento, porque aún no había transcurrido el término de dieciocho (18) meses  contemplados en el artículo 176 del C.C.A. Tal auto fue apelado por la parte demandante, provocando el pronunciamiento del Tribunal Superior de Pasto, Sala Civil Familia, el cual decidió que no era competente para conocer de la ejecución, porque las demandadas eran entidades públicas y, que por tanto, le correspondía a la jurisdicción contenciosa.

Se resalta que el juzgado administrativo de primera instancia tuvo conocimiento de la existencia de la demanda ejecutiva y de las decisiones que se omitieron sobre el particular, con ocasión de la solicitud de nulidad que adelantó la parte demandada una vez se corrió traslado para alegar de conclusión. Con todo, el Juzgado debió declarar la falta de jurisdicción para tramitar el asunto sometido a su conocimiento, desde el momento mismo en que recibió la demanda, en vista de que su objeto no era otro que hacer efectivo el pago de unas sumas de dinero contenidas en títulos judiciales ajenos a un contrato estatal; sin embargo, se entiende que no haber obrado de tal manera, conlleva que el juzgado aceptó implícitamente la competencia.

Ahora bien, de considerar en gracia de discusión la competencia de esta jurisdicción para desatar la presente Litis, debe decirse que la parte demandante no demostró los elementos necesarios para la prosperidad de la actio in rem verso, como en efecto pasa a exponerse.

a) Un enriquecimiento que conlleva un aumento económico patrimonial en  la parte enriquecida, bien porque recibe nuevos bienes o porque no tiene que gastar los que poseía.

Encuentra la Sala que la parte demandante no logró acreditar que efectivamente suministró materiales eléctricos a INVIPASTO.

Para sustentar la anterior afirmación, la Sala recuerda que la parte demandante fundamentó su reclamación en la entrega de materiales eléctricos, que se registraron en cinco (5) facturas cambiarias de compraventa, por solicitud realizada por el Dr. Germán Andrés Rodríguez Ortiz, en calidad de representante legal de INVIPASTO, actividad que admitió, no estuvo procedida de un contrato estatal; a su turno, el Instituto demandado negó que el señor Germán Rodríguez Ortiz hubiera recibido materiales eléctricos provenientes del demandante, con destino a los proyectos que ejecutaba INVIPASTO.

La revisión de las pruebas documentales allegadas por la parte demandante, permite inferir que SURTIELECTRICOS CALI Ltda, expidió cinco (5) fracturas cambiarias de compraventa, cuatro de ellas, el 15 de julio de 2010 y la última el 2 de septiembre del mismo año, las cuales describen elementos eléctricos, supuestamente dirigidos a las uniones temporales Juan Pablo II, Dispersos Pasto Mejoramientos Preventivos, Innovar Rincón de Pasto (dos de ellas), y al Programa de Mejoramiento de Vivienda Saludable INVIPASTO.

Con respecto a los eventuales destinatario de los bienes se aportaron al proceso copias de las actas de constitución de las uniones temporales Innovar Rincón de Pasto, Entre Obras Ltda. UT Proyectos dispersos de Pasto, no así del Programa de Mejoramiento de Vivienda Saludable INVIPASTO, no obstante todos estos se mencionaron en los documentos mediante los cuales se pretendió probar la entrega de materiales eléctricos.

Alegó la parte demandante que INVIPASTO solicitó la entrega de materiales eléctricos con destino a las mencionadas uniones temporales y al programa de mejoramiento, empero de la revisión de los documentos de constitución de aquellas, se evidencia que INVIPASTO no asumió la obligación ni tenía entre sus funciones la de adquirir materiales para la ejecución de las obras a las cuales se contraía el objeto de cada una de tales asociaciones. Se aclara que en el acta de constitución de la Unión Temporal Entre Obras, se consignó como una de las funciones de INVIPASTO la de “realizar y contratar los pedidos pertinentes de los materiales a emplear en la ejecución de las obras, a través del Banco de materiales del Instituto”. Conforme lo anterior, no se acreditó que el Instituto estuviera facultado para acudir a un proveedor particular para el suministro de materiales con destino a las obras objeto de las uniones temporales.

Por lo anterior, tales documentos no soportan el suministro de bienes a favor del ente territorial.

La Sala se concentrará en la prueba de entrega de los materiales, así: cuatro de los mencionados documentos no permiten identificar que persona recibió la mercancía, toda vez que en el aparte correspondiente se observa una firma ilegibles, sin anotación del nombre o número de identificación; se aclara que en la factura de fecha 2 de septiembre de 2010 –No. 10734, folio 45- aparece una rúbrica ilegibles en el espacio de recibido y en otro lugar del documento, figura el nombre de Jorge Meneses R. bajo el título. Revisado.

A simple vista y sin que la Sala pueda determinar si las firmas que aparecen en las facturas de compraventa antes mencionadas corresponden o no al señor Germán Rodríguez Ortiz, quien fungió como Director de INVIPASTO, se observa que las rúbricas que figuran en dichos oficios y aquellas contenidas en los documentos visibles a folios 36 y 47 suscritas por el mencionado señor, no provinieron de la misma persona. Así las cosas, no se conoce a ciencia cierta qué persona recibió las mercancías detalladas en las facturas números 10663, 10669, 10651, 10660 y 10734, menos aún si lo hizo a nombre y con destino a INVIPASTO. Igual sucede con la anotación de recibido visible en los cinco (5) oficios mediante los cuales SURTIELECTRICOS CALI Ltda, registró la remisión de mercancías, puesto que estos contienen –al parecer- firmas provenientes de la misma persona, que coinciden con aquellas impuestas en las facturas, de las cuales tampoco se conoce su procedencia.

Ahora bien, se llevaron a cabo tres diligencias de reconocimiento de documentos, así: a) del oficio del 26 de mayo de 2010 –visible a folio 49 del expediente- por parte del señor Jorge William Meneses, quien señaló: “manifiesto conocer el documento, la firma que se encuentra en ella efectivamente es mi firma y letra. (…) si reconozco el documento el material y el tipo de material (…) el destino de los diferentes tipos de materiales fueron a diferentes proyectos de los cuales puedo mencionar San Gabriel, Orquídeas, Rincón de Pasto, y un tercer proyecto al que no recuerdo el nombre pero era para unos 500 mejoramientos que se pensaba realizar.”, sin embargo, no existe documento alguno que indique que INVIPASTO realizó la solicitud de entrega de tales bienes, ni tampoco factura de compraventa que avale dicho suministro, circunstancia que resta credibilidad al supuesto reconocimiento.

b) El oficio remisorio de elementos, de fecha 27 de mayo de 2010, con destino a la “Urbanización Juan Pablo II”, visible a folio 50, fue reconocido por el señor Fernando Criollo, quien señaló: “sí, reconozco la firma que aparece en el documento del expediente a folio 50 y que me ha sido presentado como la firma que utilizo para todos mis actos y negocios. Los materiales fueron colocados en la bodega adicional sin ninguna seguridad, estaban dentro pero era una habitación amplia, sin seguridad”. Con respecto al documento reconocido –folio 50 del expediente- se advierte que los elementos supuestamente entregados coinciden con aquellos enlistados en la factura de venta No. 10651 de fecha 15 de  julio de 2010 –folio 37-, sin embargo, los mismos elementos y en iguales cantidades, se encuentran detallados en la oficio remisorio de fecha 27 de mayo de 2010, que figura a folio 38 del expediente, este último con la misma rúbrica impuesta en los otros oficios remisorios, que difiere de la firma del señor Criollo; es decir, que la parte demandante aportó dos constancias de recibo diferentes, circunstancia que antes de acreditar la entrega real de dichos bienes, genera dudas sobre la veracidad y confiablidad de tales documentos.

No puede olvidarse que, según información provista por el señor Luis Alberto Almeida Moreno, la Unión Temporal Juan Pablo II ejerció sus actividades hasta el año 2008, esto es, hasta cuando se terminaron los recursos de que disponía, hecho indicativo de que esta no habría podido recibir materiales de construcción en el año 2010, cuando supuestamente la demandante suministró tales bienes por petición de INVIPASTO.

c) Y la tercera diligencia de reconocimiento corresponde a la factura No. 10734 de 2 de septiembre de 2010, para cuyo efecto se llamó al señor Eduardo Santos palacios Narváez, quien al efecto manifestó: “esta la reconozco porque en el momento yo era el subdirector de la sección técnica de INVIPASTO, ya que se hacía relación de los materiales que entraban al instituto a través de la sección técnica; igualmente manifiesta que no aparece su firma en dicho documento … manifiesto que los materiales fueron recibidos por los ingenieros Jorge Meneses quien era el contratista de INVIPASTO a través de la Unión Temporal DISPERSOS PASTO MEJORAMIENTOS PREVENTIVOS.”. Así las cosas el reconocimiento efectuado por el señor palacios Narváez deviene inocuo, puesto que no provino de quien firmó el documento, adicionalmente, contradiciendo lo expuesto por el mencionado, el señor Jorge Meneses R. figura en dicho documento como la persona encargada de efectuar la revisión, más es otra la firma de quien recibió la mercancía –persona no identificada, puesto que no se anotó su nombre ni su número de documento de identidad-.

Además de lo anterior, el oficio remisorio visible a folio 42, según el cual la demandante hizo entrega de elementos eléctricos con destino a la Unión Temporal Rincón de Pasto, tiene fecha de 28 de mayo de 2010, no obstante el acta de conformación de tal asociación se firmó el 31 de mayo de 2010 por parte de INVIPASTO y el arquitecto René Narváez Meza, es decir, que la supuesta entrega se habría realizado a una entidad inexistente.

Con la demanda se allegó copia simple de un manuscrito de fecha 20 de abril de 2011, mediante el cual se hizo constar el desarrollo de una diligencia, así: “En presencia del señor Jorge Rosas identificado con C.C 98.398.094, Francisco Viveros y Jorge Meneses  en representación de la sra. Gloria Benavides de Gudiño y de Invispasto respectivamente. Se realizó inventario del material existente en la Bodega de la Cll 16 # 34-10 B/Maridiaz correspondiente a las Facturas #´s 10663 – 10669 y 10734 de la empresa SURTIELECTRICOS CALI LTDA. encontrando los siguientes materiales: (…)”. Tal documento permite inferir que ciertamente en algún momento INVIPASTO recibió materiales provenientes del demandante, más no fue posible avaluar ni identificar tales bienes, puesto que el perito designado al efecto, se desplazó hasta “la bodega de esta entidad –INVIPASTO- ubicada en la calle 16 No. 34-18, … el día 4 de junio de 2013” para concluir que “NO EXISTE NINGÚN ELEMENTO O MATERIAL ELÉCTRICO del total de los elementos despachados por SURTILECTRICOS DE CALI LTDA relacionados en las facturas números 10663, 10669, 10734, 10651 y 10660 que reposan en el expediente”.

Así mismo, el testigo Álvaro Eugenio Urbano González afirmó “…en el periodo comprendido de enero a diciembre de 2010 fueron varios negocios varias solicitudes que él hizo –Dr. Germán Rodríguez-, tengo pleno conocimiento que los materiales objeto de las negociaciones fueron recibidos a entera satisfacción de la entidad INVIPASTO”. Tal testimonio provino de un pariente en tercer grado de consanguinidad con el demandante, razón por la cual sus afirmaciones merecen valorarse de manera más estricta, en razón del natural interés que puede asistirle en favorecer a su primo. Empero, su declaración carece de concreción en la información que suministra, toda vez que no aporta datos ciertos y verificables, sino que se limita a referir unas negociaciones realizadas durante un amplio periodo de tiempo –un año- consideración realizada por la parte demandada en la que le asiste razón.

En conclusión, la valoración de las pruebas genera más dudas que certeza acerca de si efectivamente INVIPASTO, a través de su representante legal, solicitó el suministro de unos elementos eléctricos para la ejecución de las obras que desarrolló a través de las uniones temporales de las cuales hacia parte, pese a no corresponder a sus funciones ni estar entre sus obligaciones, razón de  más para revocar la decisión de primera instancia.

Aunado a lo anterior tampoco sería posible acceder a las pretensiones, por no evidenciarse que el caso concreto se encuentre en alguno de los eventos que la Jurisprudencia del Consejo de Estado previó como pasibles de compensación a través de la actio in rem verso, según pasa a explicarse enseguida.

La Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado mediante sentencia de unificación de fecha 19 de noviembre de 2012, estableció tres casos excepcionales que dan lugar a la compensación por suministros que hubiere realizado un particular en favor de la administración, sin que exista de por medio un contrato estatal. La Sala considera que de los tres eventos planteados jurisprudencialmente, el único que podría ser aplicable al caso concreto, en el hipotético evento de haberse demostrado el suministro de materiales a favor de INVIPASTO, es el siguiente: “Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriño o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo.”

El Alto Tribunal especificó que procede la compensación cuando la administración ejerce presión sobre el particular, quien se ve constreñido a actuar acatando las órdenes emanadas de la autoridad, ergo, este no tiene la posibilidad de actuar de manera autónoma ni espontánea.

Contrariamente a lo expuesto, en el caso de SURTIELECTRICOS CALI Ltda. las pruebas refirieron que este proveía de elementos eléctricos a la administración, de manera recurrente y continuada, es decir, que no obedeció  a una situación excepcional; además, el testigo Álvaro Eugenio Urbano González puntualizó que en varias oportunidades durante el año 2010, su primeo Javier Zapata –gerente de SURTIELECTRICOS CALI Ltda.- viajó desde Cali hasta la ciudad de pasto para entrevistarse con el señor Germán Rodríguez en las oficinas de INVIPASTO con el fin de ultimar los detalles de las negociaciones, esto es, que se trataba de un negocio consensual. Lo anterior apunta a que todas las supuestas transacciones se llevaron a cabo con la participación del representante de SUTILECTRICOS CALI Ltda., quien actuó de manera voluntaria y libre.

Si bien se aportó un oficio de fecha mayo 10 de 2010, por el cual el señor Germán Andrés Rodríguez Ortiz, en calidad de Representante Uniones Temporales solicitó al Gerente de SURTIELECTRICOS de la ciudad de Cali la provisión de “material eléctrico con destino a las Uniones Temporales que en la actualidad desarrollan proyectos de vivienda en el Municipio de Pasto” ello, antes que corroborar la tesis de la parte demandante, ratifica que si esta cumplió con lo pedido, lo hizo, se insiste, de manera voluntaria y libre, toda vez que el referido documento se contrajo a una invitación, sin amenaza alguna que tuviera el poder de obligar al particular a plegarse a su autoridad. […]».

Previo a decidir, la Sala encuentra pertinente recordar las consideraciones expuestas por la sección tercera del Consejo de Estado, en sentencia de unificación de 19 de noviembre de 2012
, acerca de la procedencia excepcional de la actio in rem verso o acción de enriquecimiento sin justa causa, para reclamar el pago de obras o servicios que se hayan ejecutado en favor de la administración sin contrato alguno o al margen de este, así:

«[…] 12.1 Para este efecto la Sala empieza por precisar que, por regla general, el enriquecimiento sin causa,  y en consecuencia la actio de in rem verso, que en nuestro derecho es un principio general, tal como lo dedujo la Corte Suprema de Justicia
 a partir del artículo 8º de la ley 153 de 1887, y ahora consagrado de manera expresa en el artículo 831
 del Código de Comercio, no pueden ser invocados para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados sin la previa celebración de un contrato estatal que los justifique por la elemental pero suficiente  razón consistente en que la actio de in rem verso requiere para su procedencia, entre otros requisitos, que con ella no se pretenda desconocer o contrariar una norma imperativa o cogente.

Pues bien, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39  y  41 de la Ley 80 de 1993 los contratos estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la solemnidad del escrito, excepción hecha de ciertos eventos de urgencia manifiesta en que el contrato se torna consensual ante la imposibilidad de cumplir con la exigencia de  la solemnidad del escrito (Ley 80 de 1993 artículo 41 inciso 4º). En los demás casos de urgencia manifiesta, que no queden comprendidos en ésta hipótesis, la solemnidad del escrito se sujeta a la regla general expuesta.  

No se olvide que las normas que exigen solemnidades constitutivas son de orden público e imperativas y por lo tanto inmodificables e inderogables por el querer de sus destinatarios.

En consecuencia, sus destinatarios, es decir todos los que pretendan intervenir en la celebración de un contrato estatal, tienen el deber de acatar la exigencia legal del escrito para perfeccionar un negocio jurídico de esa estirpe sin que sea admisible la ignorancia del precepto como excusa para su inobservancia.

[…]

12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in rem verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó. 

Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes:

a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo.

b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal,  urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.

c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.

12.3. El reconocimiento judicial del enriquecimiento sin causa y de la actio de in rem verso, en estos casos excepcionales deberá ir acompañada de la regla según la cual, el enriquecimiento sin causa es esencialmente compensatorio y por consiguiente el demandante, de prosperarle sus pretensiones, sólo tendrá derecho al monto del enriquecimiento. Ahora, de advertirse la comisión de algún ilícito, falta disciplinaria o fiscal, el juzgador, en la misma providencia que resuelva el asunto, deberá cumplir con la obligación de compulsar copias para las respectivas investigaciones penales, disciplinarias y/o fiscales.

13. Ahora, en los casos en que resultaría admisible se cuestiona en sede de lo contencioso administrativo si la acción pertinente sería la de reparación directa.

Se recuerda que, de un lado, se prohija las tesis que niega la pertinencia de la vía de la reparación directa  con fundamento en que se trata de una acción autónoma que es de carácter compensatoria y no indemnizatoria, aspecto este último que constituye la esencia la acción de reparación directa, y, de otro lado, se aduce que el camino procesal en lo contencioso administrativo es precisamente la de la reparación directa porque mediante esta se puede pedir la reparación de un daño cuando la causa sea, entre otras, un hecho de la administración. 
Pues bien, si se tiene en cuenta que el enriquecimiento sin causa constituye básicamente una pretensión y que la autonomía de la actio de in rem verso se relaciona con la causa del enriquecimiento y no con la vía procesal adecuada para enrutarla, fácilmente se concluye que en materia de lo contencioso administrativo a la pretensión de enriquecimiento sin causa le corresponde la vía de la acción de reparación directa. 

En efecto, recuérdese que en el derecho romano el enriquecimiento estaba vinculado a determinadas materias (donaciones entre cónyuges, petición de herencia frente al poseedor de buena fe, negocios celebrados por el pupilo sin la autorización del tutor, el provecho que una persona recibía por los delitos o por los actos de otro, etc.) y por consiguiente la restitución se perseguía mediante la condictio perteneciente a la respectiva materia, materia esta que entonces se constituía en la causa del enriquecimiento.

Ulteriormente, a partir de la construcción de la escolástica cristiana y de la escuela del derecho natural racionalista, se entendió que la prohibición de enriquecerse a expensas de otro era una regla general que derivaba del principio de la equidad y que por lo tanto resultaba aplicable también para todas aquellas otras hipótesis en que alguien se hubiera enriquecido en detrimento de otro, aunque tales casos no estuvieran previstos en la ley.

Este proceso culminó cuando Aubry y Rau entendieron y expresaron que la actio de in rem verso debía admitirse de manera general para todos aquellos casos en que el patrimonio de una persona, sin causa legítima, se enriquecía en detrimento del de otra y siempre y cuando el empobrecido no contara con ninguna otra acción derivada de un contrato, un cuasicontrato, un delito o un cuasidelito para poder obtener la restitución.

Así que entonces la autonomía de la actio de in rem verso se centra en que el enriquecimiento se produce sin una causa que lo justifique y que como quiera que no hay causa justificante se carece de la correspondiente acción que daría la justa causa si esta existiere.

Esta la razón por la que se exige que no haya contrato, cuasicontrato, delito o cuasidelito al amparo del cual pueda pretenderse la restitución.

Emerge por consiguiente que la actio de in rem verso, más que una propia y verdadera acción, es una pretensión restitutoria de un enriquecimiento incausado, enriquecimiento éste que a no dudarlo constituye un daño para el empobrecido y que por lo tanto es equitativo que aunque no exista causa al amparo de la cual pueda exigirse la restitución esta se conceda en aplicación de la regla que prohibe enriquecerse a expensas de otro.

Luego es en ese ámbito y de esta manera como debe entenderse la autonomía de la actio de in rem verso, lo que en otras palabras significa que su autonomía es más de carácter sustancial que procedimental.

Así el asunto resulta claro que mediante la llamada acción de reparación directa que consagra el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo puede pretenderse el reconocimiento del enriquecimiento sin causa y la consiguiente restitución en todos aquellos casos en que resultaría procedente, puesto que esta acción está prevista precisamente para poder demandar directamente la reparación del daño cuando provenga, entre otros eventos, de un hecho de la administración.

Y el argumento para negar la viabilidad de la reparación directa para las pretensiones de enriquecimiento sin causa, sosteniendo que aquella es indemnizatoria y esta  compensatoria, también se derrumba con sólo considerar que quien se ve empobrecido sin una causa que lo justifique está padeciendo un daño y por ende puede pedir su reparación, pero como de la esencia de una pretensión edificada sobre un enriquecimiento incausado es que la restitución sólo va hasta el monto del enriquecimiento, es esto lo que en ese caso puede pedir y nada más.

Puestas así las cosas aparece obvio que la via procesal en lo contencioso administrativo para recabar un enriquecimiento incausado es la de la reparación directa porque mediante ésta se puede demandar la reparación del daño y esto es precisamente lo que padece quien se ve empobrecido si quien correlativamente se enriquece sin una causa que lo justifique.

Pero, se reitera, lo único que podrá pedir mediante esa acción es el monto del enriquecimiento y nada más y esta circunstancia en manera alguna desfigura o enerva la acción de reparación directa puesto que lo sustantivo prevalece sobre lo adjetivo o procedimental. […]»

Como se observa, la jurisprudencia es clara y precisa en señalar que la actio in rem verso o acción de enriquecimiento sin justa causa, sin que medie relación contractual previa (situación bajo estudio), procede solo y únicamente en aquellos casos i) cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, ii) en los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal y, iii) en los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes.

Retomando los argumentos que conllevaron a la parte actora a acudir al juez de tutela con el fin de controvertir la sentencia de 28 de febrero de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño, los mismos hacen referencia a que la jurisdicción contenciosa sí es competente para conocer del asunto, y que está debidamente acreditado el enriquecimiento sin justa causa de INVIPASTO, así como el empobrecimiento correlativo de SURTILECTRICOS CALI LTDA., la Sala se pronunciará respecto de cada uno de ellos.

- En primer lugar, en lo que se refiere a la consideración expuesta acerca de que, contrario a lo considerado por el Tribunal accionado, la jurisdicción contenciosa sí es la competente para conocer del asunto, se advierte que la parte actora aparte de señalar la inconformidad al respecto no expuso argumento alguno que sustente la misma, razón por la cual, la Sala no encuentra razones que conlleven a realizar mayor consideración al respecto.

Sin embargo, se advierte que, tal como lo consideró el tribunal accionado, las pretensiones de SURTIELECTRICOS CALI LTDA, tiene claramente un origen, esto es, las facturas cambiarias cuyo pago se pretende, en contra prestación al suministro de elementos eléctricos, cuya ejecución es propia de la jurisdicción ordinaria, tan es así, que por ello la parte actora hizo uso de la acción ejecutiva en esos términos.

En materia de ejecutivos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011
, es clara y expresa que documentos constituyen título ejecutivo. Señala la norma:

«ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo:

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias.

2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible.

3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones.

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar.»

En tal sentido se pronunció la sala jurisdiccional disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en sentencia de 27 de marzo de 2014
, al desatar un conflicto de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la contenciosa administrativa para conocer de un proceso ejecutivo, cuya pretensión era el cobro de título valores “facturas de venta” correspondientes al suministro de insumos médicos y hospitalarios, cuya ejecutada fue una ESE. Decisión en la cual, además, señaló que los únicos recaudos que podrán ser cobrados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, serán aquellos provenientes de una condena impuesta por ella misma o un contrato estatal.

En este punto se aclara que bien es cierto, la sala civil y familia del Tribunal Superior de Pasto, al conocer en segunda instancia el referido proceso ejecutivo, determinó la falta de jurisdicción frente al asunto y señaló que era la contenciosa administrativa quien debía conocerlo, se disiente de tal consideración, la cual no fue objeto de cuestionamiento en la presente acción de tutela, por ello no se emitirá señalamiento alguno al respecto. 

- En segundo lugar, alega la parte actora que en el expediente quedó más que acreditado el empobrecimiento presentado correlativo al enriquecimiento, supuestamente, sin junta causa presentado por parte de INVIPASTO, ante el no pago de las facturas cambiarias invocadas.

Como se observa del contenido de la decisión de 28 de febrero de 2018,  trascrita en líneas anteriores, pese a la falta de jurisdicción advertida por el Tribunal accionado para conocer del asunto, decidió estudiar de fondo el mismo, lo cual muestra un claro respeto por el derecho de acceso a la administración de justicia de Surtielectricos Cali Ltda.

Ahora, en lo que tiene que ver con el descontento mostrado por la sociedad accionante con la valoración y análisis efectuado por el Tribunal Administrativo de Nariño, el cual resultó contrario a sus intereses, se observa que, contrario a su decir, el mismo se ajusta a los lineamientos expuestos por la sección tercera del Consejo de Estado, en sentencia de unificación, en materia de actio in rem verso (referida en líneas anteriores), la cual deja clara su procedencia excepcional en tres eventos, los cuales no se acompasan con la situación fáctica bajo estudio.
Además, llama la atención de la Sala, que el Tribunal accionado, contrario a la valoración efectuada por el juez que conoció del asunto en primera instancia, realizó una valoración de la “totalidad” de las pruebas obrantes en el expediente, cosa distinta es, que SURTIELECTRICOS CALI LTDA, disienta de la misma.
De todo lo expuesto, la Sala observa que lo que existe es una inconformidad de la parte actora con el resultado de la valoración efectuada por el juez natural de segunda instancia que no es atacable vía tutela, en la medida en que aquella visión de los hechos presentada por el Tribunal Administrativo de Nariño, cuenta con soporte y está debidamente razonada y justificada, por lo que, se reitera, este mecanismo no puede convertirse en una tercera instancia, lo que conduce a la denegatoria del recurso de amparo.

Así las cosas, debe precisarse que la providencia cuestionada está debidamente fundada, es decir, cumple rigurosamente con los estándares de motivación, en tanto se seleccionaron las fuentes normativas aplicables al caso, acompañando el análisis de una cuidadosa adecuación de los hechos y las pretensiones a las pruebas, instituciones y normas. 

En suma, las reglas de derecho aplicables al caso fueron razonadamente elegidas, esto es, la autoridad accionada dio cuenta detallada del porqué de su decisión; razón por la cual, la Sala concluye que la providencia cuestionada no se encuentra incursa en defecto alguno, situación que conlleva a negar el amparo de los derechos fundamentales invocados.

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia y por autoridad de la ley,

III. FALLA

PRIMERO.- NEGAR el amparo de los derechos fundamentales invocados por la sociedad Surtielectricos Cali Ltda., dentro de la acción de tutela por ésta presentada contra el Tribunal Administrativo de Nariño, de conformidad con la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- NOTIFICAR a las partes esta providencia por telegrama o por el medio más expedito de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, para los fines ahí contemplados.
TERCERO.- En acatamiento de las disposiciones del artículo 31 ibídem, DE NO SER IMPUGNADA dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia, REMITIR el expediente a Corte Constitucional para su eventual revisión.
La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en Sesión de la fecha.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ

CARMELO PERDOMO CUÉTER             CÉSAR PALOMINO CORTÉS
� El proceso ingreso al Despacho para decisión el 3 de septiembre de 2018, según informe de la Secretaría General.


� En adelante INVIPASTO.


� Ff. 1 a 20.


� F. 33 vto.


� Doctora Ana Beel Bastidas Pantoja.


� Ff. 56 y 57.


� Ff. 70 a 84.


� Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera. C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Sentencia de 19 de noviembre de 2012. Radicación 73001-23-31-000-2000-03075-01. 


� Por medio del cual se establecen competencias para el reparto de la acción de tutela. 


� Constitución Política: ARTICULO  237. “Son atribuciones del Consejo de Estado:


1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las reglas que señale la ley (…)”.


� Ley 270 de 1996: ARTÍCULO 34. INTEGRACION Y COMPOSICION. (� HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34710" \l "9" �Modificado por el art. 9, Ley 1285 de 2009�). “El Consejo de Estado es el máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y estará integrado por treinta y un (31) magistrados, elegidos por la misma Corporación para los períodos individuales que determina la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) candidatos, que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se presente, enviadas por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura (…)”.


� En sentencia C-543 de 1992, proferida con ocasión del análisis de constitucionalidad de los artículos 11, 12, 25 y 40 del Decreto Ley 2591 de 1991, la Corte sostuvo, que atendiendo al querer del Constituyente, a la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela y a la preservación de valores supremos como la seguridad jurídica, cosa juzgada y autonomía judicial, la tutela no era procedente cuando tuviera por objeto cuestionar providencias judiciales.


� La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante decisión de 29 de enero de 1992 (AC-009) con ponencia de la Consejera Dolly Pedraza de Arenas, consideró que la acción de tutela era improcedente contra providencias judiciales, inaplicando para el efecto lo establecido en los artículos 11 y 40 del Decreto 2591 de 1991. Esta tesis fue reiterada por la misma Sala Plena mediante sentencias de 3 de febrero de 1992 con ponencia del Consejero Luis Eduardo Jaramillo Mejía (AC-015), 14 de octubre de 1993 con ponencia del Consejero Libardo Rodríguez (AC-1247) y 29 de junio de 2004 con ponencia del Dr. Nicolás Pájaro Peñaranda (AC-10203).


� Ver sobre el particular las sentencias T-483 de 1997, T-204 de 1998, T-766 de 1998 y SU-563 de 1999.   


� Al respecto ver, entre otras, las siguientes Sentencias: Sección Primera, de 9 de julio de 2004, Exp. No. 2004-00308; y, Sección Segunda – Subsección A, de 27 de mayo de 2010, Exp. No. 2010-00559.


� Sentencia en la que se analizó la legalidad del artículo 185 de la Ley 906 de 2004.


� Al respecto ver, entre otras, las Sentencias T-1009 de 1999, SU-1031 de 2001, SU-1184 de 2001, SU-159 de 2002, T-774 de 2004.


� También denominados requisitos generales de procedencia, y que son: i. Que el asunto tenga relevancia constitucional; ii. Que se hayan agotado los medios ordinarios y extraordinarios de defensa; iii. Que se cumpla con el requisito de inmediatez; iv. Que si se trata de una irregularidad procesal tenga efecto decisivo o determinante en la sentencia y afecte los derechos fundamentales; v. Que el interesado exponga los hechos que generan la vulneración o amenaza de sus derechos y que, además y de haber sido posible, hubiera alegado esta situación en el proceso; y, vi. Que no se trate de sentencias de tutela.


� También llamados requisitos generales de procedibilidad y que hacen referencia a la configuración de uno o varios de los siguientes defectos: i. Sustantivo o material; ii. Fáctico; iii. Orgánico; iv. Procedimental; vi. Desconocimiento del precedente; vii. Error inducido; viii. Ausencia de motivación; o, ix. Violación directa de la Constitución.


� Sobre la descripción de requisitos de forma y materiales ver la Sentencia T-007 de 2013.


� Al respecto ver lo sostenido en las Sentencias C-590 de 2005, T-102 de 2006, T-377 de 2009  y T-178 de 2012. También es importante resaltar que ya en la Sentencia SU-014 de 2001 la Corte consideró la necesidad de superar dicho concepto y dar paso a lo que, posteriormente, se denominó error inducido [Sentencia T-462 de 2003].


� Emitida en el expediente 110010315000200901328 01.


� La decisión acusada es la proferida en segunda instancia dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho incoado por la sociedad Colmares S.A. contra el Ministerio de Trabajo y otros.  


� La acción de tutela fue presentada el 9 de mayo de 2018 esto es, dentro de los tres meses siguientes contados desde la fecha en que fue proferida la decisión acusada (28 de febrero de 2018), que puso fin el proceso contencioso.


� a) Defecto orgánico: Que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece absolutamente de competencia. b) Defecto procedimental absoluto: Que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. c) Defecto fáctico: Que surge cuando el Juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. d) Defecto material o sustantivo: Cuando se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. e) Error inducido: Se presenta cuando el Juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. f) Decisión sin motivación: Que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones. g) Desconocimiento del precedente: Según la Corte Constitucional, en estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. h) Violación directa de la Constitución: Cuando la decisión judicial supera el concepto de vía de hecho, es decir, en eventos en los que si bien no se está ante una burda trasgresión de la Carta, si se trata de decisiones ilegítimas que afectan derechos fundamentales.


� Ff. 1 a 30 cuaderno 1 contencioso.


� Ff. 91 y 92 Ibídem.


� Ff. 502 a 516.


� Ff. 673 a 695, vto. Cuaderno 2 contencioso.


� Ff. 702 a 709 Ibídem.


� Ff. 769 a 776, vto, Ibídem


�Artículo 774 del Código de comercio:


 “1. La fecha de vencimiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 673. En ausencia de mención expresa en la factura de la fecha de vencimiento, se entenderá que debe ser pagada dentro de los treinta días calendario siguientes a la emisión.�2. La fecha de recibo de la factura, con indicación del nombre, o identificación o firma de quien sea el encargado de recibirla según lo establecido en la presente ley.�3. El emisor vendedor o prestador del servicio, deberá dejar constancia en el original de la factura, del estado de pago del precio o remuneración y las condiciones del pago si fuere el caso. A la misma obligación están sujetos los terceros a quienes se haya transferido la factura.”


�Artículo 617 Estatuto Tributario:  


“a. Estar denominada expresamente como factura de venta.


b. Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el servicio.


c. *Modificado* Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, junto con la discriminación del IVA pagado.


d. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de facturas de venta.


e. Fecha de su expedición.


f. Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios prestados.


g. Valor total de la operación.


h. El nombre o razón social y el NIT del impresor de la factura.


i. Indicar la calidad de retenedor del impuesto sobre las ventas.”





� Consejero Ponente Orlando Santofimio Gamboa. Expediente 73001-23-31-000-2000-03075-01(24897) Actor: Manuel Ricardo Pérez Posada Vs. Municipio de Melgar.


� Sentencia de la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil, de 12 de mayo de 1955. G.J. LXXX, 322.


� Artículo 831: Nadie podrá enriquecerse sin justa causa a expensas de otro.


� Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.


� Magistrado Ponente Pedro Alonso Sanabria Buitrago. Expediente 1100101020002014 00588 00.





